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Procedemos a rendir el concepto jurídico solicitado por ustedes, en los 
términos que a continuación se expresan: 
I. OBJETO DE LA CONSULTA. 
Consulta la Secretaria de Educación, puntualmente lo siguiente: 
• Observaciones referentes a los contratos de arrendamiento para 
atender los programas educativos de la Secretaría de Educación del 
Distrito 
II. RESPUESTA A LA CONSULTA 
Con el fin de dar una respuesta a la consulta planteada por la Secretaria de 
Educación, a continuación realizaremos las siguientes consideraciones: 
1. CONTRATO DE ARRENDAMIENTO 
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En primer lugar, se debe señalar que en el Estatuto General de 
Contratación1 , no se consolida una definición de contrato de arrendamiento, 
razón por la cual nos debemos referir al Código Civil, el cual establece lo 
siguiente: 
Artículo 1973. Definición de Arrendamiento. El arrendamiento es un 
contrato en que las dos partes se obligan recíprocamente, la una a 
conceder el goce de una cosa, o a ejecutar una obra o prestar un 
servicio, y la otra a pagar por este goce, obra o servicio un precio 
determinado. 
El contrato de arrendamiento en el sector público se desarrolla mediante 
una contratación directa, tal como se señala en el Decreto 1082 de 2915, de 
la siguiente manera: 
Artículo 2.2.1.2.1.4.11. Arrendamiento de bienes inmuebles. Las 
Entidades Estatales pueden al-quitar o arrendar inmuebles 
mediante contratación directa para lo cual deben seguir las 
siguientes reglas: 
1. Verificar las condiciones del mercado inmobiliario en la ciudad 
en la que la Entidad Estatal requiere el inmueble. 
2. Analizar y comparar las condiciones de los bienes inmuebles 
que satisfacen las necesidades identificadas y las opciones de 
1 Ley 80 de 1993 
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arrendamiento, análisis que deberá tener en cuenta los principios y 
objetivos del sistema de compra y contratación pública. 
De acuerdo a lo anterior, se puede observar que para que una entidad 
celebre un contrato de arrendamiento con un particular, debe seguir dos 
reglas taxativas, las cuales en el momento de la suscripción del contrato 
objeto de controversia fueron tenidas en consideración. 
2. PRÓRROGA DEL CONTRATO DE ARRENDAMIENTO 
Se debe señalar que de acuerdo a lo establecido por el Consejo de Estado, 
en el contrato de arrendamiento estatal no tiene lugar la cláusula de 
prórroga automática, ni la renovación tacita señala en el Código Civil. 
"En orden de mayor jerarquía, esta Subsección ha advertido que las 
referidas disposiciones no resultan aplicables en el contrato de 
arrendamiento estatal en la medida en que darían lugar un derecho 
de permanencia indefinida de la relación contractual, más allá de 
lo que se puede prever en esta clase de contratos estatales, en 
contravía de las exigencias de igualdad, moralidad, eficiencia y 
economía en el ejercicio de la función administrativa consagrada en 
el orden constitucional (artículo 209 C.P.) e igualmente, se ha 
llegado a dicha conclusión teniendo en cuenta que este tipo de 
cláusulas del derecho común se apartan de los principios y fines de 
la contratación estatal, desarrollados en la Ley 80 expedida en 
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1993, entre otros, el deber de planeación, establecido en el referido 
régimen de contratación"2  
Igualmente, el Consejo de Estado se ocupó de precisar que el contrato de 
arrendamiento se extingue por el vencimiento del plazo pactado y su 
vigencia no se extiende por el hecho de que el arrendatario continúe con el 
uso del inmueble arrendado: 
"El contrato de arrendamiento se extingue al producirse la 
expiración del plazo, momento mismo en el cual se hace exigible la 
obligación del arrendatario (deudor), consistente en restituir el bien 
y, en consecuencia, surge el derecho del arrendador (acreedor) de 
adelantar las acciones pertinentes para obtener el cumplimiento de 
la obligación, si el arrendatario no satisface la prestación de 
restitución, acción que no podía ejercer antes del vencimiento del 
plazo contractual por ser inexigible la obligación, toda vez que 
estaba sometida a la llegada de esa fecha (plazo suspensivo). 
El no cumplimiento de la obligación de restitución del bien 
arrendado por parte de arrendatario, al término del contrato, en 
manera alguna puede tener el efecto jurídico de extender el vínculo 
contractual indefinidamente, hasta el momento en que se de el 
cumplimiento de la obligación de restitución, puesto que tal vínculo 
2 Consejo de Estado Sala de lo Contencioso Administrativo Sección Tercera - Subsección 
A. Consejero Ponente ( E ) : Hernán Andrade Rincón Bogotá D.C., Radicación: 29851 
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se extingue así subsistan algunas de las obligaciones que se 
originaron en él "3. 
De la misma manera, en sentencia de la Sala de Consulta y Servicio Civil, 
con ponencia del Consejero William Zambrano Centina, con radicación 
11001-03-06-000-2010-00005-00 señalo lo siguiente: 
"Las prórrogas automáticas no pueden pactarse en ningún contrato 
estatal (...)las cláusulas de prórroga de los contratos estatales no 
confieren un derecho automático a un mayor plazo, sino que 
contienen solamente la posibilidad de que al terminarse el plazo 
inicial, las partes acuerden su continuación dentro de los límites que 
imponga la ley al momento de prorrogar. Si se entendiera que plazo 
inicial y prórroga se integran en uno sólo, no habría necesidad de 
distinguir ambas figuras. En el caso particular de las entidades 
estatales, la imposibilidad de pactar cláusulas de prórroga 
automática, significa además que la Administración conserva en 
todo caso la potestad de analizar su conveniencia al momento de 
vencerse el plazo inicial y, por ende, de abstenerse de extender el 
plazo del contrato si así lo determina el interés general. Y más aún, 
que la Administración no podrá acceder a la prórroga si para el 
momento en que se vaya a suscribir, existe una prohibición legal 
para ello". 
De esta manera, se puede concluir que frente a la normatividad que rige 
esta clase de contratos estatales, nos encontramos frente a un situación de 
3 Consejo de Estado, Sección Tercera. Consejero ponente: Mauricio Fajardo Gómez, 
Radicado 40001-23-31-000-1993-03394-01(15883) 
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hecho que se opone a la formación del contrato estatal, regulada mediante 
el artículo 41 de la Ley 80 de 1993, que señala que el contrato estatal se 
perfecciona cuando se logra acuerdo sobre el objeto y la contraprestación y 
éste se eleve a escrito. 
Así las cosas, respecto al caso objeto de controversia se debe señalar que 
estos se terminaron por vencimiento del término y no tiene lugar la prórroga 
tácita basada en la circunstancia fáctica de que estos se han seguido 
ejecutando. 
De esta manera y con el fin de absolver la consulta realizada por la 
Secretaría de Educación, a continuación nos referiremos al acta de 
liquidación de los contratos, a la transacción y a la conciliación en la 
personería de la siguiente manera: 
3. ACTA DE LIQUIDACIÓN 
En primer lugar, es importante aclarar que la liquidación se ha entendido 
dentro del ordenamiento jurídico colombiano como una operación 
administrativa que sobreviene a la finalización de un contrato, por 
cumplimiento del plazo anticipadamente, con el propósito de establecer, de 
modo definitivo, las obligaciones y derechos pecuniarios de las partes y su 
cuantía. La liquidación del contrato entonces, constituye su balance final o 
ajuste de cuentas, entre la administración contratante y el particular 
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contratista, con miras a finiquitar de una vez por toda la relación jurídica 
obligacional. 4 
De esta manera, la Ley 80 de 1993 -Estatuto de Contratación Estatal-
contempla que, en la finalización de la etapa de liquidación del contrato 
estatal de tracto sucesivo, las partes deben constituir el Acta de Liquidación, 
en el cual debe constar los acuerdos, conciliaciones y transacciones a que 
llegaren las partes para poner fin a las divergencias presentadas y poder 
declararse a paz y salvo. 
Al respecto, el Consejo de Estado ha considerado reiteradamente que el acta 
de liquidación debe cumplir con unos requisitos mínimos, estableciendo 
que: 
"( ...) el acta de liquidación final deberá i) identificar el contrato, 
las partes, sus sucesores y los cesionarios si los hay; su objeto 
y alcance, ii) determinar el precio, su pago, amortización o 
modificación y oportunidades de pago, iii) señalar las actas 
pendientes de pago, la forma como se utilizó el anticipo y lo 
facturado el contratista, iv) establecer el plazo, las 
modificaciones de obligaciones, prórrogas, adiciones, 
suspensiones y reinicios y las sumas que quedan pendientes de 
cancelar. También en el acta las partes dan cuenta de las 
salvedades a que haya lugar de manera detallada y concreta. "5  
4 Consejo de Estado. Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. 
Subsección B. Bogotá, D.C., seis (06) de abril de dos mil once (2011). Consejera Ponente: 
Stella Conto Días del Catillo. 
5 Consejo de Estado. Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. 
Subsección B. Bogotá, D.C., seis (06) de abril de dos mil once (2011). Consejera Ponente: 
Stella Conto Días del Catillo. 
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De esta manera, se puede señalar que el acta de liquidación del contrato 
estatal únicamente debe contener aquellas materias atinentes a la ejecución 
del contrato, ya que es un corte de cuentas de las partes dentro de la relación 
contractual que se celebró. Al respecto el Consejo de Estado ha señalado lo 
siguiente: 
"De suerte que únicamente las actuaciones del contratista que se 
lleven a cabo dentro del marco de la ejecución del contrato estatal 
debidamente perfeccionado se podrán entender como parte de la 
ejecución del objeto contractual, y por ende el acta de liquidación 
del mismo sólo podrá consignar materias atinentes a las 
actividades contractuales. Dicho en otros términos, si entre una 
entidad estatal y un particular surgen relaciones sinalagmáticas sin 
que hayan sido elevadas a escrito ni obtenido el registro 
presupuestal respectivo, no se está delante de una relación 
contractual, porque no existe contrato y por lo mismo el acta de 
liquidación no será el documento idóneo para involucrar 
obligaciones que no tengan por fuente el contrato." 
Asimismo, la Ley 80 de 1993 en su artículo 75 asigna a la Jurisdicción 
Contencioso Administrativa la competencia para conocer de los procesos 
ejecutivos o de cumplimiento. El proceso ejecutivo tiene como base la 
existencia de un título ejecutivo que, conforme al artículo 422 del Código 
General del Proceso, es aquel que contiene una obligación clara, expresa y 
exigible proveniente del deudor o de su causante o de una providencia 
judicial y constituye prueba contra el deudor, presupuestos que reúne el 
acta de liquidación o el acto administrativo de liquidación unilateral, como 
lo ha establecido la jurisprudencia de la Sección Tercera. 
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De lo anterior se puede señalar que el cobro de saldos a favor contenidos en 
actos de liquidación de contratos, para el cual es competente la jurisdicción 
contencioso administrativa, ha de realizarse mediante proceso ejecutivo, de 
conformidad con los artículos 75 de la Ley 80 de 1993, 306 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y 422 del 
Código General del Proceso, y dentro de la oportunidad allí señalada. Si no 
existe acta de liquidación, ello no obsta para que pueda intentarse la acción 
ejecutiva.6 
Así las cosas, se puede concluir que en el acta de liquidación únicamente se 
pueden contener aquellas relaciones que hayan sido elevadas a escrito y 
cuenten con el registro presupuestal respectivo. De esta manera se puede 
establecer que para el caso objeto de controversia este documento no es el 
idóneo ya que no involucra obligaciones propias del contrato. 
4. TRANSACCIÓN 
Por otro lado, nos debemos referir a la transacción, la cual es un modo de 
extinguir las obligaciones, mediante la celebración de un contrato en el cual 
las partes resuelven directamente y de acuerdo mutuo una situación 
jurídica. 
Es así, como la transacción, se constituye como un mecanismo alternativo 
de controversias, mediante el cual se elimina una futura controversia o se 
extingue una existente, de acuerdo a lo establecido en el Código Civil. 
6 Consejo de Estado. Sala de Consulta y Servicio Civil. Bogotá, D.C., seis (6) de agosto de 
dos mil tres (2003). Consejero ponente: Augusto Trejos Jaramillo. 
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"Artículo 2469. La transacción es un contrato en que las partes 
terminan extrajudicialmente un litigio pendiente o precaven un 
litigio eventual. 
No es transacción el acto que sólo consiste en la renuncia de un 
derecho que no se disputa." 
Al respecto la Corte Suprema de Justicia, ha señalado lo siguiente: 
"Conforme a lo expuesto por el artículo 2469 del Código Civil, 
mediante la transacción pueden las partes dar por terminado 
extrajudicialmente un litigio pendiente o precaver un litigio eventual, 
lo que implica que al celebrar ese acto jurídico las partes 
recíprocamente renuncian parcialmente a un derecho respecto del 
cual puede surgir o se encuentra en curso un litigio, razón ésta por 
la cual ha dicho la jurisprudencia de esta Corporación que "para 
que exista efectivamente este contrato se requieren en especial 
estos tres requisitos: 1 o. Existencia de una diferencia litigiosa, aun 
cuando no se halle sub júdice; 2o. voluntad e intención manifiesta 
de ponerle fin extrajudicialmente o de prevenirla, y 3o. concesiones 
recíprocamente otorgadas por las partes con tal fin" 7  
En materia administrativa, debemos señalar que la transacción es un 
mecanismo para precaver o finalizar una controversia, de conformidad con 
7 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia de Junio 13 de 1996. M.P 
Pedro Lafont Pianetta 
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lo establecido en la Ley 80 de 1993, al respecto el Consejo de Estado ha 
señalado lo siguiente: 
En esta perspectiva, el Consejo de Estado, con base en la normativa 
civil, ha considerado que la transacción es un contrato y no ha 
dudado en la procedencia de las transacciones bajo el imperio de 
las normas civiles por parte de entidades estatales, con la sola 
diferencia de que en materia de contratación estatal el contrato es 
solemne y no consensual, lo que implica que la ausencia del 
documento escrito conlleva a que se miren como no celebrados; 
además debe ser suscrito por quien tenga la representación legal 
de la entidad, quien es el único que tiene la competencia para 
vincularla contractualmente y debe cumplir con las formalidades 
previstas en la ley para su procedencia, entre ellas la 
autorizaciones de ley. 8  
No obstante, es menester señalar que frente a la transacción, a las 
Entidades no es dable proceder al uso de este mecanismo para algunas 
materias. De igual manera la normas presupuestales son un límite para la 
celebración de este tipo de contratos, tal como se señala en el artículo 71 
del Decreto 111 de 1996 "Por el cual se compilan la Ley 38 de 1989, la Ley 
179 de 1994 y la Ley 225 de 1995 que conforman el Estatuto Orgánico del 
Presupuesto". 
8 Consejo de Estado. Sala de lo contencioso Administrativo. Sección Tercera. Subsección 
B. Consejera ponente: Ruth Stella Correa Palacio. Radicación número: 
2500232600020030034901 (28.281) 
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"Todos los actos administrativos que afecten las apropiaciones 
presupuestales deberán contar con certificados de disponibilidad 
previos que garanticen la existencia de apropiación suficiente para 
atender estos gastos. 
Igualmente, estos compromisos deberán contar con registro 
presupuestal para que los recursos con él financiados no sean 
desviados a ningún otro fin. 
En este registro se deberá indicar claramente el valor y el plazo de 
las prestaciones a las que haya lugar. Esta operación es un 
requisito de perfeccionamiento de estos actos administrativos. 
En consecuencia, ninguna autoridad podrá contraer obligaciones 
sobre apropiaciones inexistentes, o en exceso del saldo disponible, 
o sin la autorización previa del Confis o por quien éste delegue, para 
comprometer vigencias futuras y la adquisición de compromisos con 
cargo a los recursos del crédito autorizados. 
Para las modificaciones a las plantas de personal de los órganos 
que conforman el Presupuesto General de la Nación, que impliquen 
incremento en los costos actuales, será requisito esencial y previo 
la obtención de un certificado de viabilidad presupuestal, expedido 
por la Dirección General del Presupuesto Nacional en que se 
garantice la posibilidad de atender estas modificaciones. 
Cualquier compromiso que se adquiera con violación de estos 
preceptos creará responsabilidad personal y pecuniaria a cargo de 
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quien asuma estas obligaciones (Ley 38/89, artículo 86, Ley 
179/94, artículo 49). 
Así las cosas, se puede establecer que el certificado de disponibilidad 
presupuestal, debe previamente garantizar la existencia de la apropiación 
para atender los gastos, es decir esta debe previamente asegurar los 
recursos si se pretender realizar una transacción. 
Así mismo, la Ley 1365 de 2009 dispuso en su artículo 13, lo siguiente: 
"Prohíbese tramitar actos administrativos u obligaciones que 
afecten el presupuesto de gastos cuando no reúnan los requisitos 
legales o se configuren como hechos cumplidos. El representante 
legal y ordenador del gasto o en quienes estos hayan delegado, 
responderán disciplinaria, fiscal y penalmente por incumplir lo 
establecido en esta norma." 
Por lo anterior, se puede señalar que en caso de que una Entidad reciba un 
servicio sí que exista un contrato, nos encontramos frente a un hecho 
cumplido. El Doctor Enrique Gil Botero, al respecto ha establecido lo 
siguiente: 
"El más usual, y admitido por la jurisprudencia, tiene que ver con 
los casos en que la administración permite que un particular ejecute 
un trabajo o realice una labor a favor suyo, sin haberse 
perfeccionado un contrato (...)"9. 
9 Gil Botero, Enrique, Responsabilidad Extracontractual del Estado, Quinta edición, 
Editorial Ternis S.A. Bogotá DC. 2011. P. 570 
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De esta manera, se puede concluir que un contrato de arrendamiento 
ejecutado sin las solemnidades del caso, conlleva a que se presente un 
hecho cumplido, el cual es ajeno a la transacción. Por lo anterior 
consideramos que la vía procedente para tramitar esta clase de casos sería 
la conciliación extrajudicial. 
5. CONCILIACIÓN 
En torno a la conciliación, se debe señalar que este mecanismo procesal 
extrajudicial y de resolución, ha sido definido por la jurisprudencia de la 
Corte Constitucional como un procedimiento a través del cual un número 
determinado de individuos, trabados entre sí por causa de una controversia 
jurídica, se reúnen para componerla con la intervención de un tercero 
neutral denominado conciliador, quién además de proponer fórmulas de 
acuerdo, da fe de la decisión de arreglo e imparte su aprobación. El convenio 
al que se llega como resultado del acuerdo es obligatorio y definitivo para 
las partes que concilian.10 
La Ley 446 de 1998, establece los asuntos que son susceptibles de 
conciliación de la siguiente manera: 
"Podrán conciliar, total o parcialmente, en las etapas prejudicial o 
judicial, las personas jurídicas de derecho público, a través de sus 
representantes legales o por conducto de apoderado, sobre 
conflictos de carácter particular y contenido económico de que 
conozca o pueda conocer la jurisdicción de lo Contencioso 
10 Corte Constitucional Sentencia C-298 de 2011. . 
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Administrativo a través de las acciones previstas en los artículos 
85, 86 y 87 del Código Contencioso Administrativo. 
Parágrafo 1 o. En los procesos ejecutivos de que trata el artículo 75 
de la Ley 80 de 1993, la conciliación procederá siempre que en ellos 
se hayan propuesto excepciones de mérito. 
Parágrafo 2o. No puede haber conciliación en los asuntos que 
versen sobre conflictos de carácter tributario." 
Este mecanismo en materia administrativa, únicamente puede conciliar los 
siguientes asuntos: 
«Artículo 2°. Asuntos susceptibles de conciliación extrajudicial en 
materia contencioso administrativa. Podrán conciliar, total o 
parcialmente, las entidades públicas y las personas privadas que 
desempeñan funciones propias de los distintos órganos del Estado, 
por conducto de apoderado, sobre los conflictos de carácter 
particular y contenido económico de los cuales pueda conocer la 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo a través de las 
acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87 del Código 
Contencioso Administrativo o en las normas que los sustituyan. 
Parágrafo 1°. No son susceptibles de conciliación extrajudicial en 
asuntos de lo contencioso administrativo: 
- Los asuntos que versen sobre conflictos de carácter tributario. 
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- Los asuntos que deban tramitarse mediante el proceso ejecutivo 
de que trata el artículo 75 de la Ley 80 de 1993. 
- Los asuntos en los cuales la correspondiente acción haya 
caducado. 
Parágrafo 2°. El conciliador velará porque no se menoscaben los 
derechos ciertos e indiscutibles, así como los derechos mínimos e 
intransigibles. 
Parágrafo 3°. Cuando la acción que eventualmente se llegare a 
interponer fuere la de nulidad y restablecimiento de derecho, la 
conciliación extrajudicial sólo tendrá lugar cuando no procedan 
recursos en vía gubernativa o cuando esta estuviere debidamente 
agotada, lo cual deberá acreditarse, en legal forma, ante el 
conciliador. 
Parágrafo 4°. En el agotamiento del requisito de procedibilidad de 
la acción de que trata el artículo 86 del Código Contencioso 
Administrativo, se entenderá incluida la acción de repetición 
consagrada en el inciso segundo de dicho artículo. 
Parágrafo 5°. El agotamiento de la conciliación como requisito de 
procedibilidad, no será necesario para efectos de acudir ante 
tribunales de arbitramento encargados de resolver controversias 
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derivadas de contratos estatales, cuyo trámite se regula por lo 
dispuesto por el artículo 121 de la Ley 446 de 1998."11  
Este mecanismo, de acuerdo con lo estipulado en el Decreto 1716 de 2009, 
en el caso de conflictos entre particulares y la administración, se debe 
adelantar ante un agente del Ministerio Público. 
Por otro lado, se debe señalar que la jurisprudencia del Consejo de Estado, 
en Sala de lo Contencioso Administrativo ha precisado que, tal como lo 
establece la ley, la conciliación tiene fuerza de cosa juzgada. Esto significa 
que lo allí acordado es incontrovertible e irrevisable, y no se pueden plantear 
litigios sobre los asuntos ya conciliados, por lo que, en caso de presentarse 
algún incumplimiento de lo pactado, lo procedente es promover una acción 
ejecutiva.12 
De esta manera, se puede concluir que para el presente caso el mecanismo 
de alternativo indicado es la conciliación extrajudicial, en razón de que no 
se cuenta con el correspondiente registro presupuestal, en razón de que se 
pasó de una vigencia a otra y las normas presupuestales no permiten la 
disposición dineraria en caso de que no se haya realizado el correspondiente 
registro presupuestal. 
6. SUPERVISIÓN 
11  Decreto 1716 de 2009 
12 Consejo de Estado. Sección Tercera. Auto del 29 de junio de 2000. Exp. 17356, C.P. 
Maria Elena Giraldo Gómez 
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En primer lugar, debemos señalar que de conformidad con el principio de 
responsabilidad, que rige la contratación estatal, las entidades estatales 
tienen la obligación de vigilar la correcta ejecución del objeto contratado. 
La vigilancia de la correcta ejecución, tiene como fin proteger la moralidad 
administrativa, prevenir los actos de corrupción y tutelar la transparencia 
en la actividad contractual. Esta actividad se debe realizar mediante un 
interventor o supervisor. 
La supervisión de los contratos estatales puede ser ejercida directamente 
por un funcionario público y no es indispensable que dicha función se 
encuentre enmarcada en el manual de la funciones de la entidad estatal 
para el cargo del funcionario designado para tal fin. 
Al respecto la Ley 1474 de 2011 en sus artículos 83 y 84, señalo lo siguiente: 
"Artículo 83. Supervisión e interventoría contractual. Con el fin de 
proteger la moralidad administrativa, de prevenir la ocurrencia de 
actos de corrupción y de tutelar la transparencia de la actividad 
contractual, las entidades públicas están obligadas a vigilar 
permanentemente la correcta ejecución del objeto contratado a 
través de un supervisor o un interventor, según corresponda. 
La supervisión consistirá en el seguimiento técnico, administrativo, 
financiero, contable, y jurídico que sobre el cumplimiento del objeto 
del contrato, es ejercida por la misma entidad estatal cuando no 
requieren conocimientos especializados. Para la supervisión, la 
Entidad estatal podrá contratar personal de apoyo, a través de los 
contratos de prestación de servicios que sean requeridos. 
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La interventoría consistirá en el seguimiento técnico que sobre el 
cumplimiento del contrato realice una persona natural o jurídica 
contratada para tal fin por la Entidad Estatal, cuando el 
seguimiento del contrato suponga conocimiento especializado en la 
materia, o cuando la complejidad o la extensión del mismo lo 
justifiquen. No obstante, lo anterior cuando la entidad lo encuentre 
justificado y acorde a la naturaleza del contrato principal, podrá 
contratar el seguimiento administrativo, técnico, financiero, 
contable, jurídico del objeto o contrato dentro de la interventoría. 
Por regla general, no serán concurrentes en relación con un mismo 
contrato, las funciones de supervisión e interventoría. Sin embargo, 
la entidad puede dividir la vigilancia del contrato principal, caso en 
el cual en el contrato respectivo de interventoría, se deberán indicar 
las actividades técnicas a cargo del interventor y las demás 
quedarán a cargo de la Entidad a través del supervisor. 
El contrato de Interventoría será supervisado directamente por la 
entidad estatal. 
Parágrafo 1°. En adición a la obligación de contar con interventoría, 
teniendo en cuenta la capacidad de la entidad para asumir o no la 
respectiva supervisión en los contratos de obra a que se refiere el 
artículo 32 de la Ley 80 de 1993, los estudios previos de los 
contratos cuyo valor supere la menor cuantía de la entidad, con 
independencia de la modalidad de selección, se pronunciarán sobre 
la necesidad de contar con interventoría. 
I 
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Parágrafo 2°. El Gobierno Nacional reglamentará la materia". 
Artículo 84. Facultades y deberes de los supervisores y los 
interventores. La supervisión e interventoría contractual implica el 
seguimiento al ejercicio del cumplimiento obligacional por la entidad 
contratante sobre las obligaciones a cargo del contratista. 
Los interventores y supervisores están facultados para solicitar 
informes, aclaraciones y explicaciones sobre el desarrollo de la 
ejecución contractual, y serán responsables por mantener 
informada a la entidad contratante de los hechos o circunstancias 
que puedan constituir actos de corrupción tipificados como 
conductas punibles, o que puedan poner o pongan en riesgo el 
cumplimiento del contrato, o cuando tal incumplimiento se presente. 
Parágrafo 1°. No exigir, el supervisor o el interventor, la calidad de 
los bienes y servicios adquiridos por la entidad estatal, o en su 
defecto, los exigidos por las normas técnicas obligatorias, o 
certificar como recibida a satisfacción, obra que no ha sido 
ejecutada a cabalidad. También será falta gravísima omitir el deber 
de informar a la entidad contratante los hechos o circunstancias que 
puedan constituir actos de corrupción tipificados como conductas 
punibles, o que puedan poner o pongan en riesgo el cumplimiento 
del contrato, o cuando se presente el incumplimiento. 
Parágrafo 2°. Adiciónese la Ley 80 de 1993, artículo 8°, numeral 1, 
con el siguiente literal: 
20 
Calle 33 No. 6 B - 24 Piso 7 - PBX: 340 0280 - Email: medelLinabogados@outlook.com  - Bogotá, D.C. - Colombia 
www.medellinmartinezduranabogados.com 
4 
CARLOS EDUARDO MEDELLÍN ECERRA 
ABOGADO 
k) El interventor que incumpla el deber de entregar información a la 
entidad contratante relacionada con el incumplimiento del contrato, 
con hechos o circunstancias que puedan constituir actos de 
corrupción tipificados como conductas punibles, o que puedan poner 
o pongan en riesgo el cumplimiento del contrato. 
Esta inhabilidad se extenderá por un término de cinco (5) años, 
contados a partir de la ejecutoria del acto administrativo que así lo 
declare, previa la actuación administrativa correspondiente. 
Parágrafo 3°. El interventor que no haya informado oportunamente 
a la Entidad de un posible incumplimiento del contrato vigilado o 
principal, parcial o total, de alguna de las obligaciones a cargo del 
contratista, será solidariamente responsable con este de los 
perjuicios que se ocasionen con el incumplimiento por los daños que 
le sean imputables al interventor. 
Cuando el ordenador del gasto sea informado oportunamente de los 
posibles incumplimientos de un contratista y no lo conmine al 
cumplimiento de lo pactado o adopte las medidas necesarias para 
salvaguardar el interés general y los recursos públicos 
involucrados, será responsable solidariamente con este, de los 
perjuicios que se ocasionen. 
Parágrafo 4°. Cuando el interventor sea consorcio o unión temporal 
la solidaridad se aplicará en los términos previstos en el artículo 
7° de la Ley 80 de 1993, respecto del régimen sancionatorio." 
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Ahora bien, de acuerdo a lo contemplado en el caso objeto de controversia 
encontramos que de conformidad con lo dispuesto en el contrato de 
arrendamiento suministrado por la Secretaría de Educación, el Director de 
Educación de la localidad es el supervisor del contrato, el cual tenía entre 
sus obligaciones la de "Liquidar el contrato de arrendamiento, dentro de los 
cuatro (4) meses siguientes al vencimiento del plazo de ejecución", en caso de 
que este no haya cumplido con las obligaciones propias del contrato de 
arrendamiento, el servidor público se puede ver enfrentado a una falta 
disciplinaria. 
En los términos anteriores dejamos expuesto nuestro concepto, sobre la 
materia consultada y quedamos atentos a las aclaraciones que sea necesario 
hacer. 
Cordialmente, 
CARLOS ED ARDO MEDELLÍN BE ERRA 
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